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	Hora: 
	9:00 a.m.

	Imputado: 
	José Ignacio Rubiano Restrepo

	Cédula de ciudadanía No:
	10.134.864 de Pereira (Rda.)

	Delito:
	Extorsión Agravada

	Víctima:
	Ruby Stela Guapacha Parra

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal Municipal de Pereira con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de condena de fecha 18-03-09.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar en los siguientes términos:

1.1.- Se asegura, que el día once (11) de julio de 2007, el señor JOSÉ IGNACIO RUBIANO RESTREPO se acercó al establecimiento comercial “Racores y Partes” ubicado en la Avenida 30 de Agosto No 29-31 de esta capital, en el cual había laborado, y se entrevistó con su propietaria RUBY STELLA GUAPACHA a quien le entregó un sobre solicitándole leyera los documentos que contenía. Esta persona así lo hizo y observó que portaba información confidencial respecto de su familia, sus bienes y su vida privada.
El citado le hizo saber que esa información la tenía un grupo al margen de la ley, y le exigió la suma de cinco millones de pesos advirtiéndole que si no los daba su vida y la de su familia correrían peligro pues pasaría la información a un grupo mucho más peligroso.

Se convino finalmente en que el dinero se le entregaría a un sujeto de nombre PEDRO NEL CORTÉS apodado “Peluza”, en el propio establecimiento de la víctima, motivo por el cual al estar ya avisado el GAULA de la Policía Nacional, se logró la aprehensión de éste sujeto cuando recibía el paquete y ahora se encuentra condenado en calidad de “cómplice”.

1.2.- En contra de RUBIANO RESTREPO se libró orden de captura y se hizo efectiva el día nueve (09) de Julio de 2008, imputándosele AUTORÍA en la conducta punible de TENTATIVA DE EXTORSIÓN AGRAVADA, cargo que NO ACEPTÓ. El Juzgado Penal Municipal con funciones de control de garantías le impuso como medida de aseguramiento la detención preventiva intramural.
1.3.- En atención a ese no allanamiento, la Fiscalía formuló acusación el día veintisiete (27) de noviembre de 2008 por idéntico cargo, y el diecinueve (19) de febrero de 2009 se lleva a cabo la audiencia preparatoria. Ya para el momento en que se llevaría a cabo la audiencia de juicio oral (18-03-09), se tuvo conocimiento que el acusado se allanaría en forma unilateral a los cargos formulados. El despacho de conocimiento impartió aprobación a ese acto libre, voluntario y debidamente asistido, razón por la cual emitió la respectiva sentencia de condena, por medio de la cual: (i) se declaró penalmente responsable en congruencia con los cargos imputados; (ii) se le impuso pena privativa de la libertad equivalente a 96 meses de prisión y multa de 1500 s.m.l.m.v.; más la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término a la pena principal; (iii) se le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, lo mismo que la sustitutiva de la prisión domiciliaria; y (iv) sin lugar a la condena al pago de perjuicio por cuanto “los ocasionados con la ilicitud fueron indemnizados a la víctima”.
1.4.- La defensa no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, motivo por el cual los registros fueron remitidos ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.
2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente-
Manifiesta que su inconformidad radica en el hecho de que la funcionaria de primera instancia no le concedió a su procurado la rebaja de pena por indemnización integral de perjuicios que consagra el artículo 269 del Código Penal, bajo el argumento -a su modo de ver equivocado- que existe una prohibición legal expresa en tal sentido al tenor de lo dispuesto por el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006.

A su entender, se trata de una disminución punitiva por una actitud posdelictual, razón por la cual no hace parte del proceso dosimétrico y procede luego de la imposición de la pena. De todas formas, no se puede tener como un “beneficio” y por lo mismo no está inmersa en la prohibición que cita la a quo. En otras palabras, estamos en presencia de un derecho que no puede negarse por tratarse de una modalidad delictual específica (en nuestro caso la extorsión).

Adicional a ello, la precitada Ley  1121 de 2006 en ningún momento derogó o subrogó el artículo 269 del Código Penal, de donde debe entenderse vigente para estos efectos en tratándose de las conductas que atentan contra el patrimonio económico ajeno.

Las víctimas juegan un papel muy importante en el sistema penal actual, motivo por el cual merecen ser tenidas en consideración a efectos de ser reparadas en el daño ocasionado, en cumplimiento de una justicia realmente restaurativa.

Finalmente, resalta la importancia de dar aplicación al derecho a la igualdad material, en atención a que el Juzgado Primero Penal Municipal de conocimiento de esta capital, sí concede la rebaja de pena por indemnización integral a los procesados por delitos de extorsión (menciona casos concretos en esa dirección) no obstante estar vigente la Ley 1121 de 2006.
Sea como fuere, también es partidaria que se dé aplicación al principio de favorabilidad en caso de existir una ambigüedad en la interpretación de la norma en ciernes, porque de todas formas su defendido sí indemnizó y es merecedor al condigno descuento. Con mayor razón si se tiene en cuenta que el espíritu del legislador fue combatir delitos de terrorismo y crímenes asociados a delincuencia organizada, que no es propiamente lo que aquí acontece.
2.2.- Procesado José Ignacio Rubiano

Solicita la colaboración del Tribunal para que se haga efectivo un derecho al cual dice ser acreedor, tanto por igualdad como por favorabilidad.

Es primera vez que incurre en un error y se encuentra arrepentido por el daño que le causó a la víctima. Asegura que no volverá a delinquir.

2.3.- Fiscal -no recurrente- 
Observa que la sentencia se encuentra ajustada a ley y a los precedentes jurisprudenciales.
Es verdad de todas formas, como lo menciona la togada recurrente, que la política criminal del Estado va orientada en este caso a impedir beneficios a grupos terroristas, en tanto para los delitos contra el patrimonio económico el operador judicial debe tener en cuenta a las víctimas.
Estima que en este tipo de situaciones el operador judicial debe hacer un análisis de cada caso en particular a efectos de estimar si es viable conceder esa disminución por reparación integral.

También es cierto que en el Distrito no existe uniformidad de criterios sobre este punto específico y resulta conveniente que sea el Tribunal quien emita un pronunciamiento en la materia.

3.- consideraciones
3.1.- Competencia

La tiene la Corporación por los factores objetivo, territorial, y funcional, a voces del artículo 34.1 de la Ley 906 de 2004.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a establecer, si en tratándose de un delito de extorsión como el que es objeto de juzgamiento, hay lugar a negar el descuento de pena por reparación integral de perjuicios al que se refiere el artículo 269 del Código Penal, por expresa prohibición del artículo 26 de la Ley 1121 de 2006; o si, por el contrario, esa exclusión no opera y se debe reconocer la rebaja punitiva.
3.3.- Solución a la controversia

Dígase en primer término, que ninguna de las partes e intervinientes ha atacado la sentencia en cuanto a la plena demostración del punible investigado y de la responsabilidad que en el mismo posee el acusado RUBIANO RESTREPO; lo cual tiene explicación en la existencia de la prueba mínima para proceder en tal sentido e incluso a la manifestación de culpabilidad que en forma libre, voluntaria y debidamente asistido realizó el acusado aunque de manera tardía puesto que esperó a la audiencia del juicio para proceder en esa dirección.

Ni siquiera se controvierte la tasación de la pena en su marco general; menos aún la negación al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.
La inconformidad radica en la no aplicación de un dispositivo concreto que establece una degradación punitiva por conducta posdelictual, en nuestro caso la indemnización integral de perjuicios. A ello nos concentraremos.

Las reglas que están llamadas a orientar la decisión que corresponde, consagran:
“Art. 269. Reparación: “El juez disminuirá las penas señaladas en los capítulos anteriores de la mitad a las tres cuartas partes, si antes de dictarse sentencia de primera o única instancia, el responsable restituyere el objeto material del delito o su valor, e indemnizare los perjuicios causados al ofendido o perjudicado”.
A su turno, el 26 de la Ley 1121 de 2006, en discusión, refiere:
“Exclusión de beneficios y subrogados: Cuando se trate de delitos de terrorismo, financiación de terrorismo, secuestro extorsivo, extorsión y conexos, no procederán las rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión, ni se concederán subrogados penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad de condena de ejecución condicional o suspensión condicional de ejecución de la pena, o libertad condicional. Tampoco a la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar a ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que esta sea eficaz”

Está claro en la presente actuación, que el procesado reparó en forma integral el daño ocasionado a la víctima, según consta en documento aportado en la audiencia de Juicio Oral (cfr. fl. 31 fte de la carpeta); es decir, que se hizo antes de dictarse sentencia de primera instancia y por lo mismo colma las exigencias normativas.
El despacho de origen se opuso en la sentencia condenatoria a reconocer ese descuento contenido en el artículo 269 del Código Penal, porque consideró que estaba expresamente excluida esa posibilidad al tenor de lo dispuesto por el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006. Entre tanto, la defensa ha insistido en que esa prohibición es inaplicable al caso concreto y por lo mismo su inconformidad expuesta en el recurso.

Al Tribunal le corresponde decir que la situación es compleja y existen razones en pro y en contra de cualquiera de las tesis confrontadas, pero por supuesto, hay lugar a definir el punto a efectos de marcar un precedente unificador.
Basta decir que la titular del juzgado cognoscente, con buen tino, trajo a colación jurisprudencia nacional en donde se indica que esa prohibición sí cobija al susodicho artículo 269 del Código Penal, y a ella se aferró (nos referimos a la sentencia de constitucionalidad C-762 de 2002, por medio de la cual se declaró exequible el artículo 11 de la Ley 733 de 2002 que consagró similar prohibición, a las sentencias de casación penal del 27-10-04 - radicación 20.615-, 24-10-07 -radicación 35.014
-, y 29-06-08 -radicación 29788-, respectivamente).
Añadió la funcionaria, que si bien esos precedentes hacían alusión a procesos tramitados bajo la égida del otrora artículo 11 de la Ley 733 de 2002, tácitamente derogado por la Ley 906 de 2004; de todas forma recobra vigencia la interpretación contenida en esos fallos en cuanto el actual artículo 26 de la Ley 1121 de 2006 “reprodujo casi en términos exactos lo que ya el legislador había previsto en el derogado artículo 11 de la Ley 733 de 2002”.
La Sala agregaría a ese comentario, que en reciente jurisprudencia referida al mismo punto, la H. Corte Suprema de Justicia volvió a reiterar que la rebaja del artículo 269 del Código Penal no aplica en tratándose del delito de extorsión por expresa prohibición del ahora vigente artículo 26 de la Ley 1121 de 2006, según se aprecia en decisión del pasado primero (1º) de Julio de 2009.
Lo anterior daría un toque de tranquilidad en cuanto a que la rebaja de pena atinente al pluricitado artículo 269 del Código Penal está ubicada dentro de los “beneficios” penales cuya concesión prohíbe expresamente el legislador. Sin embargo, y muy a pesar de todo lo hasta ahora dicho, acontece que en una aún más reciente jurisprudencia del mismo órgano de cierre en materia penal -nos referimos a la casación del día ocho del presente mes, radicada al número 31.531-, tuvo ocasión la Corte de hacer un análisis a nuestro modo de ver más exhaustivo con respecto a otra norma también prohibitiva con idénticos alcances a los ya citados artículos 11 de la Ley 733 de 2002 y 26 de la Ley 1121 de 2006. Nos referimos al artículo 32 de la Ley 1142 de 2007 que igualmente hace referencia a “exclusión de beneficios y subrogados” y en cuyo texto también consagra que no habrá lugar a: “ningún otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración regulados en la ley, siempre que esta sea efectiva”, cuando la persona: “haya sido condenada por delito doloso o preterintencional dentro de los cinco (5) años anteriores”.
Frente a esta última disposición, y muy a pesar de que -repetimos- su contenido es fiel reproducción de las anteriores normas
 en cuanto se refiere a la prohibición de cualquiera otro BENEFICIO -en este caso por razón de la existencia de antecedentes penales dentro de los cinco años anteriores-, ya la Corte no considera que esta expresión “beneficio” pueda ser asimilada a las “rebajas de pena”, o que éstas puedan entenderse incluidas en aquél término, puesto que poseen una connotación bien diferente.
Así reflexionó la Alta Corporación en los apartes pertinentes de la última jurisprudencia en cita:

“En esa medida, se puede colegir que no es cierto que el artículo 68 de manera expresa esté prohibiendo o excluyendo la disminución punitiva de que trata el artículo 351 de la Ley 906 de 2004, afirmación a la que de manera errónea arribó el Tribunal, postulado que de acogerse se haría extensivo a las dosimetrías establecidas en las otras normas citadas.
Por lo anterior, se insiste que desde la teoría del delito y más concretamente desde los rigores del principio de legalidad de la pena, no se torna posible confundir ni hacer entremezclas híbridas entre los subrogados, beneficios y los aspectos que regulan la punibilidad pues éstos últimos se constituyen en un derecho al punto dado que inciden en el quantum a imponer y afectan los topes de prescripción”.
De ese modo, podemos asegurar, mutatis mutandis, que frente a la polémica de si lo establecido en el artículo 269 del Código Penal es un “beneficio” o un “derecho”, el Tribunal se inclina más por ésta última concepción al tratarse igualmente de un aspecto específico que regula la punibilidad y que hace parte del principio de legalidad, de suerte que igualmente se debe concluir que su reconocimiento no quedó supeditado ni a la clase de punible del que se trata, ni tampoco a la ausencia de antecedentes penales.

Incluso cabe recordar,  para hacer más expedita la aplicación del precedente en cita, que tanto el descuento por aceptación de cargos (artículo 351 de la Ley 906 de 2004) como la rebaja por reparación integral (art. 269 de la Ley 599 de 2000), son fenómenos post delictuales con incidencia directa en la pena debidamente dosificada; el uno por la evitación de un mayor desgaste al aparato judicial, el otro por hacer menos lesivos los efectos del punible a quien figura como víctima y paliar de algún modo el daño irrogado.  

Así lo coligió la jurisprudencia:

“Concretada o individualizada la sanción, será respecto de ese quantum que se aplicarán los fenómenos posdelictuales, es decir, aquellas circunstancias fácticas, personales o procesales que se estructuran con posterioridad a la comisión de la conducta, entre las cuales caben citarse las rebajas por sentencia anticipada (CPP, art. 40), por confesión (art. 283 ídem), por reparación en los delitos contra el patrimonio económico (C.P., art. 269), por reintegro en el peculado (C.P., art 401), por retractación en el falso testimonio (art. 443 ídem), por la presentación voluntaria en la fuga de presos (art. 451 1b.), etc., cómputo con el cual habrá finalizado el procedimiento de dosificación o de individualización de la sanción a purgar por el condenado”.
 (negrillas no presentes en el original)

Nótese, que no tendría presentación jurídica que a un procesado con antecedentes penales dentro de los cinco años anteriores, se le reconociera la rebaja de pena con fundamento en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004 -por acogimiento a cargos- bajo el argumento de ser considerado un derecho y no un beneficio (como lo sostiene la jurisprudencia más reciente ya citada), pero a su vez se le niegue la reducción de que trata el artículo 269 del Código Penal (por reparación integral) bajo el argumento contrario, es decir, que no se trata de un derecho sino más bien un beneficio. Del mismo modo, tampoco se entendería en sana lógica, que a ese procesado con antecedentes se le reconozca -como creemos debe hacerse- el susodicho descuento legal por reparación integral al ser un derecho y no un beneficio, pero contrario sensu a una persona que es juzgada por uno de los delitos a los que se refiere el dispositivo 26 de la Ley 1121 de 2006 -entre ellos la extorsión como en el presente caso-, se le niegue ese mismo descuento de pena del artículo 269 del Código Penal, bajo el razonamiento infundado de tratarse de un beneficio y no de un derecho.
Importa dejar en claro también, que de la comparación entre ambos textos prohibitivos precitados, la única diferencia superlativa que existe entre ellos es la referencia al tema de la rebaja por acogimiento a los cargos, dado que mientras el artículo 32 de la Ley 1142 de 2007 no impide ese descuento por sentencia anticipada o confesión, el artículo 26 de la 1121 de 2006 si es expreso al excluir esa posibilidad cuando se juzga una de las conducta allí contenidas. En todo lo demás, son preceptos totalmente iguales y por lo tanto su entendimiento debe ser idéntico para todos los casos que se enmarcan dentro de sus prescripciones.
Al concluir el Tribunal en esos términos que le asiste razón a la apoderada impugnante en su pretensión redosificatoria, se procederá a establecer a cuánto asciende esa reducción de pena por la comprobada reparación integral, a cuyo efecto se debe tener presente que para la graduación del porcentaje atinente a la reparación integral, se deben utilizar como criterios de dosificación la temprana o tardía reparación, esto es, la mayor o menor eficacia del reintegro atendido el daño causado y las condiciones personales de la víctima.

Significa lo anterior, que el factor tiempo tiene incidencia para la estimación de la proporción que se debe descontar, lo cual es lógico porque precisamente de esa situación depende la permanencia del efecto nocivo de la acción criminal en el perjudicado.

Para el caso que nos convoca, se supo que la cancelación de esa indemnización integral tuvo acaecimiento dos días antes de la audiencia de juicio oral que se tenía programada y que finalmente no se llevó a cabo porque el procesado tardíamente se allanó a los cargos.

Esa tardanza en reparar ahora producirá sus efectos adversos al acusado en cuanto no se le descontarán las ¾ partes de la pena sino la mitad. Siendo así, y como el quantum punitivo se había establecido por la juez de instancia en 96 meses de prisión y multa equivalente a 1.500 s.m.l.m.v., la sanción final será del orden de 48 meses de prisión y multa de 750 s.m.l.m.v. En igual término de la principal queda reducida la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, MODIFICA el fallo de primera instancia en el sentido de imponer como pena privativa de la libertad la de 48 meses de prisión y multa equivalente a 750 s.m.l.m.v. En igual término a la principal queda reducida la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO
La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� En cuyo texto indicó: “Para la Sala la rebaja punitiva en condenas por delitos contra el patrimonio económico derivada de la reparación prevista en el artículo 269 del Código Penal, aunque es un imperativo que en tanto permitido legalmente debe reconocerse cuando se reúnan las exigencias que lo hacen jurídicamente plausible, es también un beneficio que el legislador por razones de política criminal negó en relación con cierta clase de delitos, incluida la extorsión, a través del precitado artículo 11 de la Ley 733 de 2002”.


� La única diferencia radica en que dentro del contenido del artículo 32 de la Ley 1142 de 2007 se omitió reproducir la primera frase que consagra el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006, cuando hace alusión a que: “no procederán las rebajas de pena por sentencia anticipada y confesión”; lo cual traduce que en tratándose de condenados con antecedentes penales sí es factible conceder descuentos por terminación anticipada del proceso, lo que no es viable en tratándose de ciertas conductas como es el caso de la extorsión que aquí no convoca.


� C.S.J., casación penal del 27 de mayo de 2004, radicación 20642, M.P. Alfredo Gómez Quintero.
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